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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No SD-214 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por MARTHA ELENA BOTERO 

GIRALDO contra COLPENSIONES, teniendo en cuanta el memorial 

presentado por el apoderado de Colpensiones por medio del cual solicita 

corregir el radicado errado en el acta de la audiencia con fecha 3 octubre 2018. 

Se accede a lo solicitado toda vez que una vez verificado el proceso se 

evidencia que el radicado correcto es 05001310502120140167300 y no 

05001310502120170035700 como erradamente se mencionó en el acta. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: st  

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, jul25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No SD-215 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por FANNY DE JESUS MEJIA 

MONCADA contra COLPENSIONES, teniendo en cuanta el memorial 

presentado por el apoderado de Colpensiones por medio del cual solicita 

corregir el apellido de la demandante y de la interviniente en el acta de 

audiencia con fecha 08-NOV-2019. Se accede a lo solicitado toda vez que una 

vez verificado el proceso se evidencia que el nombre correcto del demandante 

es FANNY DE JESUS MEJIA MONCADA y no FANNY DE JESUS MEJIA 

MOCADA y el nombre correcto de la interviniente es ANA PATRICIA 

PERALTA ALVAREZ y no como erradamente se mencionó ANA PATRICIA 

PERALT ALVAREZ. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: st 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, jul 25 de 2021. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. SD-0196 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por MARIA VICTORIA PEÑA ARANGO 

contra UGPP, a solicitud del (de la) mandatario(a) judicial de la parte demandada 

UGPP, de conformidad con el artículo 114 del CGP aplicable al procedimiento 

laboral por disposición expresa del artículo 145 del estatuto procesal laboral, se 

autoriza expedir COPIAS AUTÉNTICAS del poder, el auto admisorio de la 

demanda, las sentencias de instancia (audios o videos), los autos que liquidan y 

aprueban costas y el auto que ordena el archivo, las cuales prestan mérito 

ejecutivo.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: SDC 

 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, jul 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

 

LA SECRETARÍA DEL JUZGADO VEINTIUNO LABORAL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

HACE CONSTAR 

 

Que las copias auténticas del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios y/o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo del expediente, fueron tomadas de los 

originales que reposan en el expediente con radicado N° 050013105-021-2016-

01421-00. Su contenido es veraz y las decisiones allí adoptadas se encuentran 

debidamente ejecutoriadas. 

 

Se hace constar que a la fecha no se ha iniciado proceso ejecutivo con sustento 

en la sentencia mencionada. 

 

 

Esta constancia se expide a solicitud del interesado y en cumplimiento a la orden 

dada en el auto N° ______ del ___ de _______ de 2022. 

 

Dada en Medellín, a los____ días de  __________ del año 2022. 

 

 

 

JOHANNA CASTAÑO GUTIÉRREZ 

SECRETARIA 

 
Proyectó: SDC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No SD-213 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por ALBA LIGIA CUARTAS 

SANCHEZ contra COLPENSIONES, teniendo en cuenta el memorial 

presentado por el apoderado de Colpensiones por medio del cual solicita 

corregir radicado errado en la parte introductoria del acta de la sentencia de 

segunda instancia de fecha 12/08/2020, ya que como puede observarse quedo 

05-001-31-05-001-021-2017-00362, cuando el radicado correcto es 05-001-

31-05-021- 2017-0036200, no se accede a lo solicitado toda vez que la 

solicitud debe ser dirigida al TSM.  

 

Se ordena remitir la actuación al H. Tribunal Superior de Medellín para lo de 

su competencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: st 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, JUL 25 de 2021. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No SD-215 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por MIGUEL ANTONIO CARO 

GOMEZ contra COLPENSIONES y otros, teniendo en cuanta el memorial 

presentado por el apoderado de Colpensiones por medio del cual solicita 

corregir el nombre del demandante en el acta de audiencia con fecha 16-oct-

2019 en la parte resolutiva, ya que como puede observarse quedó RAÚL 

ANTONIO GAVIRIA RAMIREZ, cuando el nombre correcto es MIGUEL 

ANTONIO CARO GÓMEZ, se accede a lo solicitado toda vez que una vez 

verificado el proceso se evidencia que el nombre correcto del demandante es 

MIGUEL ANTONIO CARO GOMEZ y no como erradamente se mencionó en 

la parte resolutiva de la audiencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: st 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, JUL 25 de 2021. 

 

SECRETARÍA 



Juzgado 21 Laboral del Circuito, Medellín / Rad. 050013105-021-2019-0195-00 Página 1 de 1 

 

 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. SD-218 

 

Dentro del proceso ordinario de primera instancia promovido por LEON 

FERNANDO VILLA ARANGO contra COLPENSIONES y otros, en atención al 

memorial allegado por la parte demandante mediante el cual solicita el 

desistimiento del proceso, y luego de vencido el término de traslado dado a las 

entidades demandadas, se ACCEDE A LA SOLICITUD, de conformidad con lo 

señalado en el art. 314 del CGP, aplicable por analogía al procedimiento laboral 

por disposición del art. 145 del CPTSS. No se condena en costas a la parte 

demandante. 

 

Una vez en firme este auto archívese el expediente.   

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó:sT 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, 25 de Julio de 2021. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. SD-0221 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por CARLOS ALBERTO TORO 

MUÑOZ contra COLPENSIONES y otro, toda vez que el auto que aprobó la 

liquidación de costas no fue recurrido por las partes, o ya se encuentra en firme 

luego de surtir el recurso correspondiente, se ordena el archivo del expediente. 

 

A solicitud del (de la) mandatario(a) judicial de la parte demandante, de 

conformidad con el artículo 114 del CGP aplicable al procedimiento laboral por 

disposición expresa del artículo 145 del estatuto procesal laboral, se autoriza 

expedir COPIAS AUTÉNTICAS del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo, las cuales prestan mérito ejecutivo.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: SDC 

 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, JUL 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho  (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

 

LA SECRETARÍA DEL JUZGADO VEINTIUNO LABORAL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

HACE CONSTAR 

 

Que las copias auténticas del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios y/o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo del expediente, fueron tomadas de los 

originales que reposan en el expediente con radicado N° 050013105-021-2019-

0241-00. Su contenido es veraz y las decisiones allí adoptadas se encuentran 

debidamente ejecutoriadas. 

 

Se hace constar que a la fecha no se ha iniciado proceso ejecutivo con sustento 

en la sentencia mencionada. 

 

 

Esta constancia se expide a solicitud del interesado y en cumplimiento a la orden 

dada en el auto N° ______ del ___ de _______ de 2022. 

 

Dada en Medellín, a los____ días de  __________ del año 2022. 

 

 

 

JOHANNA CASTAÑO GUTIÉRREZ 

SECRETARIA 

 
Proyectó: SDC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. SD-0222 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por DIANA MARIA ESTRADA 

MONSALVE contra COLPENSIONES y otro, toda vez que el auto que aprobó la 

liquidación de costas no fue recurrido por las partes, o ya se encuentra en firme 

luego de surtir el recurso correspondiente, se ordena el archivo del expediente. 

 

A solicitud del (de la) mandatario(a) judicial de la parte demandante, de 

conformidad con el artículo 114 del CGP aplicable al procedimiento laboral por 

disposición expresa del artículo 145 del estatuto procesal laboral, se autoriza 

expedir COPIAS AUTÉNTICAS del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo, las cuales prestan mérito ejecutivo.  

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: SDC 

 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, jul 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

 

LA SECRETARÍA DEL JUZGADO VEINTIUNO LABORAL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

HACE CONSTAR 

 

Que las copias auténticas del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios y/o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo del expediente, fueron tomadas de los 

originales que reposan en el expediente con radicado N° 050013105-021-2019-

0325-00. Su contenido es veraz y las decisiones allí adoptadas se encuentran 

debidamente ejecutoriadas. 

 

Se hace constar que a la fecha no se ha iniciado proceso ejecutivo con sustento 

en la sentencia mencionada. 

 

 

Esta constancia se expide a solicitud del interesado y en cumplimiento a la orden 

dada en el auto N° ______ del ___ de _______ de 2022. 

 

Dada en Medellín, a los____ días de  __________ del año 2022. 

 

 

 

JOHANNA CASTAÑO GUTIÉRREZ 

SECRETARIA 

 
Proyectó: SDC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciséis (16) de mayo dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.SD-166 

 

Dentro del proceso ordinario laboral promovido por GABRIEL JAIME VIEIRA 

POSADA contra COLPENSIONES y otro, teniendo en cuenta la solicitud 

realizada por el apoderado de Colpensiones, procede el Despacho a corregir el 

acta de sentencia de primera instancia en el sentido de aclarar que el nombre 

correcto del demandante es señor GABRIEL JAIME VIEIRA POSADA y no como 

erradamente se enuncio en el auto que ordena cumplir lo resuelto por el superior 

GABRIEL JAIME VIERA POSADA. Lo anterior de conformidad con el art. 285 del 

CGP. 

 

Ahora bien, en relación con el auto del 08 de julio del 2021 que ordena cumplir lo 

resuelto por el superior, se aclara que el valor de las costas en primera instancia 

es $908.526, y no como erradamente se indicó 877.803 consecuente con lo 

anterior se indica que el valor total de las agencias en derecho es $1.817.052 y 

no $1.786.329. 

 

En relación con la solicitud de corrección de las actuaciones de segunda instancia 

(acta), no se accede a lo solicitado toda vez que este despacho no es el 

competente para este trámite, se ordena remitir el memorial  a la secretaria del 

Tribunal Superior de Medellín, des00sltsmed@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No., 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, Jul   25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 

mailto:des00sltsmed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No SD-215 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por JUAN MANUEL GONZALEZ 

CASTAÑO contra COLPENSIONES y otros, teniendo en cuanta el memorial 

presentado por el apoderado del demandante por medio del cual solicita 

corregir el nombre del demandante en el auto que liquida costas, se accede a 

lo solicitado toda vez que una vez verificado el proceso se evidencia que el 

nombre correcto del demandante es JUAN MANUEL GONZALEZ CASTAÑO 

y no JUAN MIGUEL GONZALEZ CASTAÑO como erradamente se mencionó 

en la parte resolutiva de la audiencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: st 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, jul 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° SD-0216 

 

Por cumplir los requisitos del art. 31 del CPTSS, modificado por el art. 18 de la 

Ley 712 de 2001, se ADMITE la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA presentada 

a través de mandatario(a) judicial por COMPAÑIA TRANSPORTADORA DE 

VALORES PROSEGUR DE COLOMBIA S.A dentro del proceso ordinario laboral 

promovido URIEL HERNAN ECHAVARRIA ZAPATA. 

 

Se fija fecha para que tenga lugar la AUDIENCIA OBLIGATORIA DE 

CONCILIACIÓN, DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS, SANEAMIENTO, 

FIJACIÓN DEL LITIGIO Y DECRETO DE PRUEBAS, TRAMITE Y 

JUZGAMIENTO el SEIS (6) DE DICIEMBRE DE 2022 A LA 1:30 PM. 

 

A las partes se les informa que la asistencia a esta audiencia es de carácter 

obligatorio. En caso de inasistencia, se aplicarán las sanciones procesales 

establecidas en el artículo 77 del CPTSS. 

 

En los términos del poder conferido, se reconoce personería suficiente al (a la) 

Dr.(a) CARLOS ANDRES GARCIA VANEGAS, portador(a) de la T.P. 300.014 

530 del C. S. de la J., para representar a PROSEGUR 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS fijados a las 8:00 a.m. - Medellín, de 

2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, veintidós (22) de julio dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No JA-310 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por LINA PATRICIA HINCAPIE 

CASTAÑO contra LA INSTRUMENTADORA S.A.S., se le reconoce personería 

jurídica a la abogada PAULA NATALIA SUAREZ CASAS, con T.P. 247.454 

del C. S. de la J., para representar los intereses de la parte demandada, según 

poder allegado vía correo electrónico, y de conformidad con los artículos 74 y 

75 del C. G del P, aplicable por analogía en materia laboral (art. 145 del 

CPTSS). 

 

En atención al reconocimiento anterior, se entiende así revocado el poder 

conferido a la abogada JENNY JULIETH PORTILLO HURTADO, de 

conformidad con lo establecido en el Artículo 76 del C.G.P. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS 

ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: J.A. 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104, fijados a las 8:00 a.m. 

Medellín, 25 de julio de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. SD-0221 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por LAURA ESTELLA SALAZAR 

CATAÑO contra COLPENSIONES y otro., toda vez que el auto que aprobó la 

liquidación de costas no fue recurrido por las partes, o ya se encuentra en firme 

luego de surtir el recurso correspondiente, se ordena el archivo del expediente. 

 

A solicitud del (de la) mandatario(a) judicial de la parte demandante, de 

conformidad con el artículo 114 del CGP aplicable al procedimiento laboral por 

disposición expresa del artículo 145 del estatuto procesal laboral, se autoriza 

expedir COPIAS AUTÉNTICAS del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo, las cuales prestan mérito ejecutivo.   

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: SDC 

 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, jul 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

 

LA SECRETARÍA DEL JUZGADO VEINTIUNO LABORAL 

DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

HACE CONSTAR 

 

Que las copias auténticas del poder, el auto admisorio de la demanda, las 

sentencias de instancia (audios y/o videos), los autos que liquidan y aprueban 

costas y el auto que ordena el archivo del expediente, fueron tomadas de los 

originales que reposan en el expediente con radicado N° 050013105-021-2019-

0690-00. Su contenido es veraz y las decisiones allí adoptadas se encuentran 

debidamente ejecutoriadas. 

 

Se hace constar que a la fecha no se ha iniciado proceso ejecutivo con sustento 

en la sentencia mencionada. 

 

 

Esta constancia se expide a solicitud del interesado y en cumplimiento a la orden 

dada en el auto N° ______ del ___ de _______ de 2022. 

 

Dada en Medellín, a los____ días de  __________ del año 2022. 

 

 

 

JOHANNA CASTAÑO GUTIÉRREZ 

SECRETARIA 

 
Proyectó: SDC 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, catorce (14) de julio dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No.SD-219 

 

Dentro del proceso ordinario laboral promovido por ROSA ANGELICA RICAUTE 

AVENDAÑO contra COLPENSIONES y otro, teniendo en cuenta que la AFP 

SKANDIA no ha realizado la notificación del llamamiento en garantía a la 

aseguradora MPFRE COLOMBIA VIDA SEGUROS SA, se le concede el termino 

de 10 días hábiles para que realice la notificaciones a la llamada en garantía so 

pena de declarar ineficaz el llamamiento. 

 

Se envía al correo electrónico alecheverri@skandia.com.co de la doctora ANA 

LUCIA ECHEVERRI BOTERO el enlace al expediente digital. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No., 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, JUL 25    de 2022. 

 

SECRETARÍA 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIUNO LABORAL 
CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 
AUDIENCIA VIRTUAL DEL ARTÍCULO 77 DEL CPTSS 

 

Fecha Martes, 12 de julio de 2022 Hora 9:00 A.M. 

RADICACIÓN DEL PROCESO 

0 5 0 0 1 3 1 0 5 0 2 1 2 0 2 1 0 0 3 1 0 
Dpto. Municipio Cód. Juz. Especial. Consec. Jzdo. Año Consecutivo proceso 

PARTES 

Demandante(s): ELIZABETH DEL CARMEN RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ 

Demandado(s): COLPENSIONES 

AFP PROTECCIÓN S.A. 

AFP PORVENIR S.A. 

Asistente(s): ÓSCAR ARTURO ZAPATA NOREÑA - Demandante 

- ALBERTO ZULUAGA RAMÍREZ – Apoderado(a) demandante 

- ROQUE ALEXIS ORTEGA CORREA – Apoderado(a) COLPENSIONES 

- LUZ ADRIANA PÉREZ – Apoderado(a) y RL AFP PROTECCIÓN 

- PAULA ANDREA ARBOLEDA VILLA – Apoderado(a) y RL AFP PORVENIR 

 

1. CONCILIACIÓN OBLIGATORIA 

DECISIÓN 

Acuerdo Total  Acuerdo Parcial  No Acuerdo X 

OBSERVACIONES: Certificación de NO conciliación Colpensiones, Doc12 

 

2. DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS 

EXCEPCIONES PROPUESTAS 

Excepciones: No. 

 

3. SANEAMIENTO 

PROPUESTAS DE SANEAMIENTO 

Eventos a sanear: No. 

 

4. FIJACIÓN DEL LITIGIO 

RELACIÓN DE HECHOS ACEPTADOS 

Ver video. 

OBJETO CENTRAL DE LA LITIS 

Determinar si hay lugar a hacer las siguientes declaraciones o condenas: 

 Declarar la ineficacia o nulidad del traslado del RPM al RAIS. 



 Declarar la afiliación sin solución de continuidad en el RPM. 

 Ordenar a PROTECCIÓN, trasladar a COLPENSIONES, y a esta a recibir: 

o Saldos de la CAI. 

o Rendimientos financieros. 

o Bonos pensionales. 

 

5. DECRETO DE PRUEBAS 

Ver video. 

 
AUDIENCIA DE TRÁMITE Y JUZGAMIENTO (ART. 80 CPTSS) 

6. PRÁCTICA DE PRUEBAS 

Ver video. 

 

7. SENTENCIA 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, administrando 
justicia en nombre de la REPÚBLICA DE COLOMBIA y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE: 

1. Declarar la ineficacia del traslado del (de la) demandante OSCAR ARTURO ZAPATA NOREÑA 
del RPMPD al RAIS, y declarar la afiliación sin solución de continuidad en el RPMPD. 

2. Ordenar a PROTECCIÓN el traslado a COLPENSIONES, y a esta a recibir los saldos de la 
cuenta de ahorro individual del (de la) demandante, incluidos los rendimientos financieros y los 
saldos del Fondo de Garantía de Pensión Mínima. 

3. Se condena a PORVENIR S.A. a trasladar ante COLPENSIONES las cuotas de administración, 
y las sumas del seguro previsional, indexadas al momento del pago, descontadas de los aportes 
realizados en favor del demandante, durante todo el tiempo que este estuvo afiliado en el RAIS, 
incluyendo los tiempos de afiliación con otras AFP. 

4. Se declara probada la excepción de ausencia de prueba del vicio en el consentimiento y no 
probadas las demás. 

5. CONDENAR en costas a PORVENIR S.A. en favor del (de la) DEMANDANTE. Agencias en 
derecho: 1 smlmv. 

6. Se ordenará el grado de CONSULTA en favor de COLPENSIONES en caso de no apelación 
por su apoderado. 

LO RESUELTO SE NOTIFICA EN ESTRADOS. 

RECURSOS 

Recurso(s): APELACIÓN DEMANDANTE, PORVENIR, CONSULTA COLPENSIONES. 

 

 

 
 

EDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZABAL 
JUEZ 

 
 

JOHANNA CASTAÑO GUTIÉRREZ 
SECRETARIA 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO - MEDELLÍN 

NOTIFICACIÓN POR ESTADOS 

 

En la fecha se notifica el presente auto por ESTADOS 

No. ___________, fijados a las 8:00 a.m. 

 

Medellín, _______________________ de 2022. 

 

_____________________________ 

SECRETARIA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° SD-0219 

 

Por cumplir los requisitos del art. 31 del CPTSS, modificado por el art. 18 de la 

Ley 712 de 2001, se ADMITE la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA presentada 

a través de mandatario(a) judicial por el MUNICIPIO HELICONIA dentro del 

proceso ordinario laboral promovido por GUILLERMO LEON MONTOYA 

SANCHEZ. 

 

Se fija fecha para que tenga lugar la AUDIENCIA OBLIGATORIA DE 

CONCILIACIÓN, DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS, SANEAMIENTO, 

FIJACIÓN DEL LITIGIO Y DECRETO DE PRUEBAS, TRAMITE Y 

JUZGAMIENTO el VEINTE (20) DE JUNIO DE 2023 A LAS 8:30 AM. 

 

A las partes se les informa que la asistencia a esta audiencia es de carácter 

obligatorio. En caso de inasistencia, se aplicarán las sanciones procesales 

establecidas en el artículo 77 del CPTSS. 

 

En los términos del poder conferido, se reconoce personería suficiente al (a la) 

Dr.(a) OSCAR DAVID SANTAMARIA PUERTA, abogado en ejercicio portador de 

la C.C. 1.037.388.974 y T. P. No. 231.704 para representar al MUNICIPIO DE 

HELICONIA. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

Tema: Pago aportes Seguridad social, pensión vejez  

Demandados: Colpensiones, Porvenir, Mun Heliconia 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS 104 fijados a las 8:00 a.m. - Medellín, 

de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° SD-220 

 

Por cumplir los requisitos del art. 31 del CPTSS, modificado por el art. 18 de la 

Ley 712 de 2001, se ADMITE la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA presentada 

a través de mandatario(a) judicial por VANESA SUAREZ en representación de 

su hijo DANTE SUAREZ SUAREZ dentro del proceso ordinario laboral promovido 

por LINA MARIA MORA LOAIZA contra PROTECCIÓN SA. 

 

Se fija fecha para que tenga lugar la AUDIENCIA OBLIGATORIA DE 

CONCILIACIÓN, DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS, SANEAMIENTO, 

FIJACIÓN DEL LITIGIO Y DECRETO DE PRUEBAS, TRAMITE Y 

JUZGAMIENTO el CATORCE (14) DE JUNIO DE 2023 A LAS 8:30 AM. 

 

A las partes se les informa que la asistencia a esta audiencia es de carácter 

obligatorio. En caso de inasistencia, se aplicarán las sanciones procesales 

establecidas en el artículo 77 del CPTSS. 

 

En los términos del poder conferido, se reconoce personería suficiente al (a la) 

Dr.(a) ANDREA CAROLINA MUÑOZ  ALVAREZ, abogada en ejercicio portador 

de la C.C. 43.059.922 y T. P. No. 229.820 para representar a la llamada en 

garantía. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

Tema: Pensión sobreviviente 

Demandados: Protección, Vanesa llamada en garantía 

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS 104 fijados a las 8:00 a.m. - Medellín, 

de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, dieciocho (18) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 217-2022 

 

En el proceso ordinario laboral promovido por DORA CECILIA GUTIÉRREZ H, 

contra COLPENSIONES, se ADMITE la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

presentada por SKANDIA ADMINISTRADORA  DE PENSIONES  Y CESANTIAS  

SA a través de mandatario(s) judicial(es), por cumplir los requisitos del art. 31 del 

CPTSS, modificado por el art. 18 de la Ley 712 de 2001. 

 

1. Solicitud llamamiento en garantía  

 

Solicita el (la) apoderado(a) de SKANDIA llamar en garantía a MAPFRE 

COLOMBIA VIDA SEGUROS S A, representada legalmente por el (la) señor(a) 
JULIO IGNACIO MOLINA QUIROGA o quien haga sus veces, con sustento en la 
póliza de cumplimiento número _9201407000002 del 02 de ENE de 2007 suscrita 
entre las partes. 
 

Para resolver se considera: 

 

2. Régimen legal del llamamiento en garantía 

 

La figura procesal del llamamiento en garantía se encuentra regulada en el 

artículo 64 del Código General del Proceso (CGP), aplicable analógicamente al 

procedimiento laboral, el cual establece: 

Art. 64. Quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de otro la 

indemnización del perjuicio que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago 

que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso que 

promueva o se le promueva, o quien de acuerdo con la ley sustancial tenga derecho 

al saneamiento por evicción, podrá pedir, en la demanda o dentro del término para 

contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 

 

Respecto de los requisitos de admisión del llamamiento en garantía, el artículo 

65 del CGP, establece que son los mismos exigibles para todo tipo demanda, es 

decir, los consagrados en el art. 82 del CGP, y para el proceso laboral, los 

contemplados en los artículos 25, 25A y 26 del CPTSS. El artículo 66 del CGP 

regula el trámite del llamamiento en los siguientes términos:  

Artículo 66. Trámite. Si el juez halla procedente el llamamiento, ordenará notificar 

personalmente al convocado y correrle traslado del escrito por el término de la 

demanda inicial. Si la notificación no se logra dentro de los seis (6) meses siguientes, 

el llamamiento será ineficaz. La misma regla se aplicará en el caso contemplado en 

el inciso segundo del artículo anterior. 
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El llamado en garantía podrá contestar en un solo escrito la demanda y el 

llamamiento, y solicitar las pruebas que pretenda hacer valer. 

En la sentencia se resolverá, cuando fuere pertinente, sobre la relación sustancial 

aducida y acerca de las indemnizaciones o restituciones a cargo del llamado en 

garantía. 

Parágrafo. No será necesario notificar personalmente el auto que admite el 

llamamiento cuando el llamado actúe en el proceso como parte o como 

representante de alguna de las partes. 

 

3. Procedencia del llamamiento en garantía 

 

Por acreditarse los presupuestos de procedencia del llamamiento en garantía, al 

estar estructurados los elementos esenciales, así como los requisitos necesarios 

para su admisión, se ordena la comparecencia al proceso de MAPFRE 

COLOMBIA VIDA SEGUROS S A, representada legalmente por el (la) señor(a) 

JULIO IGNACIO MOLINA QUIROGA o quien haga sus veces, o quien haga sus 

veces, de conformidad con lo establecido en el art. 66 del CGP. 

 

Se advierte al (a los) representante(s) legal(es) de la(s) llamada(s) en garantía, 

que luego de la notificación mediante la remisión por correo electrónico de copia 

de la demanda y sus anexos, el llamamiento en garantía y sus anexos, y el 

presente auto, contará(n) con el término legal de diez (10) días hábiles, contados 

a partir del tercer (3er) día hábil siguiente a la recepción del correo electrónico de 

notificación, para contestar el llamamiento, (arts. 6 y 8 de la Ley 2213 de 2022). 

 

De acuerdo con lo establecido art. 66 del CGP, en concordancia con los arts. 40 

y 48 del CPT, se concede al (a los) llamante(s) en garantía un plazo de un (1) 

mes para hacer la notificación al (a los) llamado(s) en garantía, vencido el 

término referido se continuará con el trámite del proceso. El correo electrónico de 

notificación al llamado en garantía deberá ser enviado simultáneamente al correo 

del juzgado j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. ADMITIR el llamamiento en garantía realizado por por SKANDIA 

ADMINISTRADORA  DE PENSIONES  Y CESANTIAS  SA a MAPFRE COLOMBIA 

VIDA SEGUROS S A, representada legalmente por el (la) señor(a) JULIO IGNACIO 

MOLINA QUIROGA o quien haga sus veces. 

 

SEGUNDO. Se concede un plazo de un (1) mes al (a los) llamante(s) en garantía 

para que proceda(n) con la notificación del (de los) llamado(s) en garantía, por 

medio de correo electrónico que será simultáneamente enviado al correo del 

juzgado j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co. Al correo se deberá adjuntar 

copia de la demanda y los anexos, copia del llamamiento y los anexos y copia 

del presente auto. 

 

mailto:j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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TERCERO. Se concede a la llamada en garantía MAPFRE COLOMBIA VIDA 

SEGUROS S A, un plazo máximo para contestar el llamamiento de diez (10) días 

hábiles contados a partir del tercer (3er) día hábil siguiente a la recepción del 

correo electrónico de notificación, (arts. 6 y 8 de la Ley 2213 de 2022). La 

respuesta deberá ser enviada al correo del juzgado 

j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co y simultáneamente al correo de la parte 

llamante en garantía. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS No. 104 fijados a las 8:00 a.m. - 

Medellín, JUL 25 de 2022. 

 

SECRETARÍA 

mailto:j21labmed@cendoj.ramajudicial.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, trece (13) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° SD-0215 

 

Por cumplir los requisitos del art. 31 del CPTSS, modificado por el art. 18 de la 

Ley 712 de 2001, se ADMITE la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA presentada 

a través de mandatario(a) judicial por CORPORACION MUSEO DE ARTE 

MODERNO DE MEDELLIN dentro del proceso ordinario laboral promovido 

DAMARIS DANIELA OSORIO RODRIGUEZ 

 

Se fija fecha para que tenga lugar la AUDIENCIA OBLIGATORIA DE 

CONCILIACIÓN, DECISIÓN DE EXCEPCIONES PREVIAS, SANEAMIENTO, 

FIJACIÓN DEL LITIGIO Y DECRETO DE PRUEBAS, TRAMITE Y 

JUZGAMIENTO el QUINCE (15) DE JUNIO DE 2023 A LAS 8:30 AM. 

 

A las partes se les informa que la asistencia a esta audiencia es de carácter 

obligatorio. En caso de inasistencia, se aplicarán las sanciones procesales 

establecidas en el artículo 77 del CPTSS. 

 

En los términos del poder conferido, se reconoce personería suficiente al (a la) 

Dr.(a) RAFAEL EDUARDO  OSSA  HENAO, portador(a) de la T.P. 113.014 del 

C. S. de la J., para representar a la demandada. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ÉDGAR ALBERTO HOYOS ARISTIZÁBAL 

JUEZ 

 
Proyectó: ST 

Tema: Relación Laboral  

 

JUZGADO 21 LABORAL DEL CIRCUITO 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

En la fecha se notifica el presente auto por 

ESTADOS 104 fijados a las 8:00 a.m. - Medellín, 

de 2022. 

 

SECRETARÍA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Medellín, veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

Ref.: Consulta proceso ordinario de única instancia 

Accionante: FABIO DE JESUS FIGUEROA ARIAS 

Accionado(s): COLPENSIONES 

Radicado No: 050014105-001-2018-00939-01 

Providencia: Sentencia Nº ______-2022 

Decisión: Confirma sentencia de única instancia 

 

Síntesis: Se confirma integralmente la decisión de única instancia, al 

considerarse, como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia SU-142 de 

2019 que los incrementos pensionales por personas a cargo, consagrados en el 

art. 21 del Decreto 758 de 1990 fueron derogados tácitamente, en primer lugar 

mediante la derogatoria orgánica con la expedición del Sistema Integral de 

Seguridad Social, consagrado en la Ley 100 de 1993, pero además, operó también 

la figura de la derogación tácita por incompatibilidad con la expedición del Acto 

Legislativo 01 de 2005, que limitó los beneficios pensionales a los consagrados 

en ese Sistema Integral de Seguridad Social, y la correspondencia entre el monto 

de las pensiones y las cotizaciones realizadas para dicho efecto. 

 

Competencia 

 

Este Despacho es competente para resolver el grado de consulta en el proceso de la 

referencia, en los términos señalados por la Corte Constitucional en la sentencia C-

424 de 2015 que declaró exequible la expresión “Las sentencias de primera 

instancia” contenida en el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo, entendiéndose 

que también serían consultadas ante el correspondiente superior funcional, las 

sentencias de única instancia cuando fuesen totalmente adversas a las pretensiones 

del trabajador, afiliado o beneficiario. 

 

Antecedentes 

 
Solicita la parte demandante se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES a reconocerle y pagarle los incrementos 

pensionales por personas a cargo, consagrados en el artículo 21 del Decreto 758 de 

1990, incluyendo la indexación de las mesadas correspondientes. 

 

Expone como sustento fáctico de sus pretensiones, que es pensionado(a) por vejez o 

invalidez por parte de la demandada, quien le reconoció la condición de beneficiario(a) 
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del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

situación que le permite acceder a los beneficios pensionales contemplados en el 

Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, entre ellos, el 

incremento pensional por personas a cargo contemplado en el artículo 21. 

 

Manifiesta que su cónyuge o compañera(o) y/o su(s) hijo(s) dependen 

económicamente en un todo de los recursos que percibe por concepto de su pensión 

de vejez o invalidez. Que sus familiares beneficiarios no trabajan, no tienen renta de 

ningún tipo, ni bienes de capital que les permita sufragar sus necesidades básicas. 

 

Aportó los documentos que acreditaban: a) su condición de pensionado por parte de 

Colpensiones, b) ser beneficiario del régimen de transición pensional, y c) el vínculo 

filial con el (los) beneficiario(s) que le otorga legitimación en la causa por activa para 

presentar la reclamación de los incrementos.  

 

Contestación de la demanda 

 

Una vez notificada la demandada dio respuesta dentro del término legal. Aceptó o por 

lo menos no negó los hechos relacionados con la condición de pensionado(a) bajo los 

parámetros del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100/93. 

Tampoco discutió el vínculo filial entre el demandante y sus posibles beneficiarios. 

 

COLPENSIONES se opuso a las pretensiones alegando que no estaba acreditada la 

condición de dependencia económica del (de la) beneficiario(a), y que la parte 

demandante tenía la carga de la prueba de este hecho, en los términos del art. 167 

del Código General del Proceso (CGP). 

 

Sostiene, además, que los incrementos pensionales por personas a cargo fueron 

derogados con la expedición de la Ley 100 de 1993, de conformidad con lo señalado 

por la Corte Constitucional en la sentencia SU-140 de 2019, y por ello no es posible el 

reconocimiento de este beneficio a quienes hayan adquirido el derecho pensional en 

vigencia de la Ley 100/93, como ocurre con el (la) demandante. 

 

La sentencia de única instancia 

 

El JUZGADO PRIMERO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MEDELLÍN absolvió a COLPENSIONES de todas las pretensiones, acogiendo los 

argumentos expuestos por la demandada, referidos a la derogación tácita de los 

artículos 21 y 22 del Decreto 758/90, por la regulación integral del sistema de 

seguridad social en pensiones en la Ley 100 de 1993; No condenó en costas y ordenó 

surtir el grado de consulta en los términos del art. 69 del CPT y la sentencia C-424 de 

2015 de la Corte Constitucional. 

 

Alegatos en el grado de consulta 

 

Este Despacho admitió el grado de consulta al cumplirse los requisitos establecidos 

por la Corte Constitucional en la sentencia C-424 de 2015; y de conformidad con lo 
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establecido por el Gobierno Nacional – Ministerio de Justicia y del Derecho en el 

artículo 15 del Decreto 806 de 2020 le corrió traslado de cinco (5) días a las partes 

para presentar alegatos, si lo consideraban pertinente. 

 

A través del correo electrónico institucional del Juzgado, la apoderada de la entidad 

demandada, el día 2 de junio de 2022, allegó sus alegatos de conclusión, los cuales 

argumento de la siguiente manera:  

 

Indicó que teniendo en cuenta que la Corte Constitucional en Sentencia SU-140 de 

marzo 28 de 2019 unifico la jurisprudencia en torno a la prescriptibilidad de los 

incrementos pensionales, señalando que, con ocasión de la expedición de la Ley 100 

de 1993, el artículo 21 del Decreto 758 fue objeto de derogatoria orgánica a partir del 

1° de abril de 1994, esta última fecha en la cual la Ley 100 entro a regir, los derechos 

del incremento dejaron de existir a partir de la mencionada fecha aún para aquellos 

que se encontraban dentro del régimen de transición previsto por el artículo 36 de la 

Ley 100.  Por lo tanto, solicitó que se confirme la sentencia de única instancia proferida 

por el Juez Primero de Pequeñas Causas Laborales y continúe encontrándose 

absuelta a su poderdante. 

 

 

Por otra parte, a través del correo electrónico institucional del Juzgado, la apoderada 

de la parte demandante, el día 6 de junio de 2022, allegó sus alegatos de conclusión, 

los cuales argumento de la siguiente manera:  

 

Señalo que, de acuerdo a la prueba documental que reposa en el expediente, el señor 

Fabio de Jesús Figueroa obtuvo su pensión de vejez, bajo los parámetros propios del 

régimen de transición, desde el 01 de noviembre de 2011, que igualmente consta que 

contrajo matrimonio católico con la señora Judith Amparo Castaño Mejía el 04 de junio 

de 1974 y desde dicha calenda y hasta la actualidad siempre han compartido techo, 

lecho y mesa, que su cónyuge depende económicamente de él, dado que no labora, 

no percibe pensión ni renta alguna por lo que es el pensionado quien satisface todas 

sus necesidades económicas. 

 

Termino por señalar que no comparte la posición adoptada por la Corte Constitucional 

en Sentencia SU-140 de marzo 28 de 2019 y sentencia 1075 del 4 de septiembre de 

2019, toda vez que las mismas dejan abierta la posibilidad para que existan otros 

motivos para reconocer los incrementos pensionales diferentes a la prescriptibilidad 

de los mismos. Por lo tanto, solicitó que se revoque la sentencia de única instancia 

proferida por el Juez de instancia y se ordene por consiguiente el reconocimiento y 

pago de los incrementos pensionales en favor de su representado. 

 

Así las cosas, habiendo quedado definida la competencia de este despacho para 

conocer del proceso en referencia, y al no apreciarse vicios que den al traste con su 

objeto, toda vez que obra en documentos 10 y 11 del expediente digital, los informes 

de la existencia del proceso a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a 

la Procuradora Judicial en lo Laboral; se procede a dictar la correspondiente sentencia. 
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CONSIDERACIONES 

 

Problema jurídico planteado y esquema de resolución 

 

De acuerdo con los hechos, pretensiones, excepciones y fundamentos jurídicos 

expuestos por las partes, el problema jurídico a resolver consiste en determinar si los 

incrementos pensionales por personas a cargo consagrados en el artículo 21 del 

Decreto 758 de 1990 se encuentran vigentes, y en caso afirmativo si al (a la) 

demandante le asiste derecho a los mismos, incluyendo la indexación de las 

eventuales condenas. 

 

Para resolver estos problemas jurídicos se abordarán los siguientes temas: i) vigencia 

de los incrementos pensionales por personas a cargo; ii) obligatoriedad de las 

sentencias de unificación de la Corte Constitucional, y iii) el caso concreto. 

 

i) Vigencia de los incrementos pensionales por personas a cargo  

 

Estos incrementos pensionales estaban consagrados en el Decreto 758 de 1990 que 

aprobó el Acuerdo 090 del mismo año, en los siguientes términos: 

ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO 
COMUN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán 
así:  

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o 
hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de 
los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan 
económicamente del beneficiario y,  

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o 
compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no 
disfrute de una pensión 

 

La Corte Constitucional emitió la sentencia SU-142 de 2019 en la que, efectivamente, 

como lo señaló la demandada COLPENSIONES por intermedio de su apoderado(a) 

en la contestación de la demanda, declaró que estos incrementos pensionales por 

personas a cargo fueron derogados orgánicamente con la expedición del Sistema 

Integral de Seguridad Social consagrado en la Ley 100 de 1993, derogación tácita que 

además se vio ratificada por la derogación por incompatibilidad con la expedición del 

Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Dijo la Corte Constitucional en esta providencia, de relevancia a este juicio, (la 

narración no es lineal): 

La derogatoria es aquel efecto de una ley, determinante de la pérdida de vigencia de otra 
ley anterior, la cual puede ser expresa o tácita. El último evento tiene lugar en dos hipótesis: 
i) cuando una norma jurídica posterior resulta incompatible con una anterior, o ii) cuando 
se produce una nueva regulación integral de la materia, conocida como derogación 
orgánica, (Ley 153/1887, art. 3). 

La regulación integral, o Derogatoria Orgánica sucede cuando: “la nueva ley regula 
íntegramente la materia que la anterior normativa disciplinaba, la que depende de la 
intención revelada por el legislador de abarcar con la nueva disposición toda una materia, 
aunque en realidad no haya incompatibilidad alguna entre éstas y las de la ley anterior”. 
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La Ley 100 enuncia una serie de principios de los cuales se desprende la derogación 
orgánica de todas las normas que integraban el régimen de seguridad social anterior a 
dicha ley, esos principios son los articulación, organización y unificación normativa.  

Mediante esta Ley, se creó el sistema de seguridad social integral, que reguló de modo 
exhaustivo los diferentes componentes de la seguridad social en el ámbito nacional. 
Mediante ella se pretendió la articulación de políticas instituciones, regímenes, 
procedimientos y prestaciones para alcanzar los fines de la seguridad social (art. 2); se 
organizó el SSSI en desarrollo del art. 48 C. Pol., (art. 5); se previó que el SSSI está 
instituido para unificar la normatividad y la planeación de la seguridad social, (art. 6); y 
se prevé que el SSSI está conformado por regímenes generales establecidos para 
pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios (art. 8). 

El solo principio de unificación significa que desaparecen las regulaciones anteriores y se 
crea una nueva, en forma integral, sin perjuicio de los derechos adquiridos y los regímenes 
de transición normativa. 

El art. 10 de la Ley 100, ratifica los anteriores argumentos, al señalar que dicha ley “tiene 
por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la 
vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones 
que se determinan en la presente ley (…)”. 

La creación de un régimen de transición en la Ley 100/93, ratifica la derogatoria orgánica 
del sistema pensional anterior, al consagrar un mecanismo para valorar las expectativas 
legítimas de las personas que pudiesen resultar afectadas por encontrarse próximas a 
adquirir derechos pensionales. 

Ese régimen de transición se diseñó para proteger las expectativas legítimas, 
exclusivamente respecto del derecho a la pensión, en lo referido a la edad, tiempo de 
servicio, y monto contemplado en el régimen anterior, pero no llegó a extenderse a 
derechos extra pensionales accesorios a dicha pensión, más aún cuando, el art. 22 del 
Dec. 758/90, expresamente excluyó los incrementos pensionales, de una naturaleza 
pensional. 

Las expectativas legítimas no pueden ser eliminadas arbitrariamente por el legislador, pero 
sí pueden limitarse “bajo parámetros de justicia y de equidad que la Constitución le otorga 
al legislador para el cumplimiento cabal de sus funciones”. 

[Énfasis añadido]. 

 

Lo anterior resultó suficiente para que la Corte considerara orgánicamente derogados 

los incrementos del art. 21 del Dec. 758 de 1990, sin embargo, también hizo 

consideraciones sobre la derogación tácita por incompatibilidad de los incrementos 

pensionales con la expedición del Acto Legislativo 01 de 2005, al consagrarse 

disposiciones incompatibles con estos. 

 

En efecto el AL 01/05, que reformó el art. 48 C. Política derogó tácitamente los 

incrementos pensionales, al resultar incompatibles con su texto al limitar los requisitos 

y beneficios pensionales, exclusivamente a los previstos en la Ley 100/93 y demás 

leyes del sistema general de pensiones. 

 

Estableció, además, la correlación entre la liquidación de cada pensión y los factores 

de cotización, y por lo tanto nadie puede recibir pensión por conceptos que no fueron 

objeto de cotización, y como es sabido, en vigencia de la Ley 100/93 no se hacen 

aportes pensionales teniendo como base de liquidación estos incrementos. 

 

ii) Obligatoriedad del precedente constitucional 

 

En la sentencia SU354 de 2017, la Corte Constitucional definió el precedente judicial 

como “la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado que, por 

su pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe 
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necesariamente considerarse por las autoridades judiciales al momento de emitir 

un fallo. Asimismo, la doctrina lo ha definido como el mecanismo jurisdiccional que 

tiene su origen en el principio stare decisis o estar a lo decidido, el cual consiste en la 

aplicación de criterios adoptados en decisiones anteriores a casos que se presenten 

en situaciones posteriores y con circunstancias similares. 

 

En la misma providencia enseña que se puede clasificar el precedente en dos 

categorías: (i) el precedente horizontal, que hace referencia a las decisiones proferidas 

por autoridades del mismo nivel jerárquico o, incluso, por el mismo funcionario; y (ii) 

el precedente vertical, que se refiere a las decisiones adoptadas por el superior 

jerárquico o la autoridad encargada de unificar la jurisprudencia. El precedente 

horizontal tiene fuerza vinculante, atendiendo no solo a los principios de buena fe, 

seguridad jurídica y confianza legítima, sino al derecho a la igualdad que rige en 

nuestra Constitución. El precedente vertical, al provenir de la autoridad encargada 

de unificar la jurisprudencia dentro de cada una de las jurisdicciones, limita la 

autonomía judicial del juez, en tanto debe respetar la postura del superior, ya 

sea de las altas cortes o de los tribunales. (Sentencia C-539 de 2011). 

 

Respecto a la obligatoriedad de la jurisprudencia constitucional, la Sentencia C-539 

de 2011 nos dice que se fundamenta en (i) el respeto al principio de la seguridad 

jurídica, el cual implica el respeto por las normas superiores y la unidad y armonía de 

las demás normas con éstas, de manera que al ser la Corte Constitucional el órgano 

de cierre de la jurisdicción constitucional, “sus determinaciones resultan ser fuente de 

derecho para las autoridades y particulares, cuando a través de sus competencias 

constitucionales establece interpretaciones vinculantes de  los preceptos de la Carta”; 

(ii) la diferencia entre decissum, ratio decidendi y obiter dicta, ratificando la 

obligatoriedad no solo de la parte resolutiva sino de los contenidos de la parte motiva 

de las sentencias, en el control abstracto de constitucionalidad como en el concreto, 

que son determinantes para la decisión o constituyen la ratio decidendi del fallo; y (iii) 

las características de la ratio decidendi y, por tanto, de la jurisprudencia como fuente 

de derecho, por cuanto “la ratio decidendi de las sentencias de la Corte Constitucional, 

en la medida en que se proyecta más allá del caso concreto, tiene fuerza y valor de 

precedente para todos los jueces en sus decisiones, por lo que puede ser considerada 

una fuente de derecho que integra la norma constitucional”. 

 

Y si bien la Corte Constitucional ha establecido la posibilidad de que los jueces se 

aparten del precedente vertical, presentando argumentos suficientes y poderosos que 

demuestren que se trata de una situación fáctica o jurídicamente diferente, en el caso 

en concreto, referido a los incrementos pensionales por personas a cargo, no cabe 

ninguna duda que las premisas fácticas y jurídicas coinciden en su totalidad. 

 

iii) El caso concreto 
 
Está acreditado en este proceso que el (la) demandante es pensionado(a) por parte 

de COLPENSIONES, y que efectivamente es beneficiario(a) del régimen de transición 

pensional contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, lo que significa que el 
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derecho a la pensión de vejez o invalidez se causó en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

cuando ya había sido derogado el Decreto 758 de 1990. 

 

Circunstancias fácticas que resultan suficientes para confirmar la decisión del Juez de 

única instancia, sin que sea necesario, por lo tanto, hacer cualquier consideración en 

referencia a la dependencia económica o el vínculo filial que une al (a la) demandante 

con sus potenciales beneficiarios. 

 

No se imponen costas en este grado de consulta por tratarse de una revisión 

automática consagrada en el art. 69 del CPTSS y ordenada por la H. Corte 

Constitucional. 

 

Decisión en el grado de consulta 

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley 

 
RESUELVE 

 

Primero. Confirmar integralmente la sentencia de única instancia en el proceso 

ordinario laboral promovido por FABIO DE JESUS FIGUEROA ARIAS en contra de 

COLPENSIONES. 

 

Segundo. No se imponen costas en este grado de consulta por tratarse de una 

revisión automática consagrada en el art. 69 del CPTSS y ordenada por la H. Corte 

Constitucional. 

 

TERCERO. Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 



Juzgado 21 Laboral del Circuito, Medellín / Rad. 050014105-006-2016-00053-01 Página 1 de 4 

 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Medellín, julio veintidós (22) de dos mil veintidós (2022) 

 

Ref.: Consulta proceso ordinario de única instancia 

Accionante: JOSÉ LIBARDO ARCILA GARCÉS 

Accionado(s): COLPENSIONES 

Radicado No: 050014105-006-2016-00053-01 

Providencia: Sentencia Nº ______-2022 

Decisión: Confirma sentencia de única instancia 

 

Síntesis: Se confirma la decisión de única instancia. El régimen de transición 

pensional contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 conservó del 

régimen anterior a efectos de determinar el valor de la pensión de vejez, lo 

relacionado con la edad, el tiempo de servicio o semanas cotizadas y la tasa de 

remplazo (monto), pero no conservó la forma de obtener el ingreso base de 

liquidación (IBL) y de hecho la excluyó expresamente en la parte final del inc. 2. 

 

Competencia 

 

Este Despacho es competente para resolver el grado de consulta en el proceso de la 

referencia, en los términos señalados por la Corte Constitucional en la sentencia C-

424 de 2015 que declaró exequible la expresión “las sentencias de primera 

instancia” contenida en el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo, entendiéndose 

que también serían consultadas ante el superior funcional, las sentencias de única 

instancia cuando fuesen totalmente adversas a las pretensiones del trabajador, 

afiliado o beneficiario. 

 

Antecedentes 

 
Solicita la parte demandante se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES a reliquidarle la pensión de vejez teniendo en cuenta 

el IBL de lo cotizado en el último año de servicio y consecuencialmente se le reconozca 

el retroactivo del mayor valor de la mesada pensional, incluyendo los intereses 

moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en subsidio de estos la indexación. 

 

Expone como sustento fáctico de sus pretensiones que es pensionado por vejez por 

parte de la demandada mediante Res. GNR 370806 del 15 de octubre de 2013, 

modificada mediante Res. GNR57.225 del 26 de febrero de 2015. El reconocimiento 

se hizo a partir del 2 de noviembre de 2014, cómo beneficiario del régimen de 

transición pensional, en concordancia con la Ley 33 de 1985, en cuantía mensual de 

$1.328.417 correspondientes al promedio de los últimos 10 años cotizados, con una 

tasa de remplazo del 75%. Agotó la reclamación administrativa con resultados 

desfavorables. 
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Contestación de la demanda 

 

Una vez notificada la demandada dio respuesta dentro del término legal. Aceptó o por 

lo menos no negó o no tachó los documentos que daban cuenta de los hechos 

relacionados con el reconocimiento de la pensión en los términos señalados por el 

demandante, el agotamiento de la reclamación administrativa y su respuesta. 

 

COLPENSIONES se opuso a las pretensiones alegando que carecían de sustento 

fáctico y legal, y que la parte demandante tenía la carga de la prueba de los hechos 

alegados. Sostiene, además, que el cálculo de la mesada pensional se hizo conforme 

a los parámetros legales y aplicando la legislación vigente para el momento de la 

causación del derecho. 

 

La sentencia de única instancia 

 

El JUZGADO SEXTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MEDELLÍN absolvió a COLPENSIONES de todas las pretensiones, acogiendo los 

argumentos expuestos por la demandada, referidos a la improcedencia de la 

reliquidación. Sostuvo que la prestación del demandante fue liquidada conforme a los 

parámetros legales y que en el caso no es posible aplicar el promedio del último año 

laborado para el cálculo del ingreso base de liquidación. 

 

Alegatos en el grado de consulta 

 

Este Despacho admitió el grado de consulta al cumplirse los requisitos establecidos 

por la Corte Constitucional en la sentencia C-424 de 2015; y de conformidad con lo 

establecido por el Gobierno Nacional – Ministerio de Justicia y del Derecho en el 

artículo 15 del Decreto 806 de 2020 le corrió traslado de cinco (5) días a las partes 

para presentar alegatos, si lo consideraban pertinente. 

 

Dentro del término legal solo se pronunció la parte demandada solicitando confirmar 

la decisión de única instancia. Como argumento reiteró lo señalado en la contestación 

de la demanda, en el sentido de que la liquidación efectuada por COLPENSIONES se 

encuentra ajustada a la ley y a las circunstancias fácticas del (de la) demandante, en 

particular señala que el régimen de transición del cual es beneficiario el demandante 

no conservó el derecho a la liquidación con el promedio de lo cotizado en el último 

año. 

 

CONSIDERACIONES. Problema jurídico planteado y esquema de resolución 

 

De acuerdo con los hechos, pretensiones, excepciones y fundamentos jurídicos 

expuestos por las partes, el problema jurídico a resolver consiste en determinar si a la 

parte demandante le asiste o no derecho a la reliquidación de la pensión de vejez con 

el promedio de lo cotizado en el último año laborado, y consecuencialmente si tiene 

derecho al pago del mayor valor, incluyendo el retroactivo, los intereses moratorios o 

subsidiariamente a estos la indexación. 

 

Para resolver estos problemas jurídicos se abordarán los siguientes temas: i) formas 

de obtención del IBL consagrados en la Ley 100/93, y ii) el caso concreto. 
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1. Cálculo del IBL de las pensiones reconocidas en vigencia de la Ley 100/93 

 

Múltiples son las opciones de obtención del Ingreso Básico de Liquidación (IBL) 

consagradas en la Ley 100 de 1993 de acuerdo a las circunstancias fácticas en que 

se encuentre el afiliado, según lo señalado en los arts. 36 y 21: 

 

El IBL para los beneficiarios del régimen de transición se encuentra regulado en el inc. 

3, del art. 36 de la Ley 100/93: 

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso 
anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio 
de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el 
tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del índice 
de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. 

 

El IBL para quienes no son beneficiarios del régimen de transición, o siéndolo, les 

faltaban más de 10 años para llegar a la edad pensional a la fecha de entrada en 

vigencia del Sistema General de Pensiones, está regulado en el art. 21 de la Ley 

100/93: 

ARTÍCULO 21. INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN. Se entiende por ingreso base para 
liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la 
pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones de invalidez 
o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al 
consumidor, según certificación que expida el DANE.  

Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos 
de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso anterior, el 
trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya cotizado 1250 semanas 
como mínimo.  

 

De acuerdo con estos parámetros las opciones para la obtención del IBL son las 

siguientes: 

1. Solo para beneficiarios del régimen de transición, (art. 36, inc. 3): 

a. A quienes les faltare menos de 10 años para adquirir el derecho: el 

promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta, o 

b. El promedio de lo devengado durante toda la vida laboral, si resultare 

superior al anterior. 

c. Si les faltare más de 10 años para adquirir el derecho, se le aplican los 

parámetros contemplados en el art. 21 de la Ley 100/93. 

2. Sistema general para cálculo del IBL, sin régimen de transición, (art. 21 Ley 

100/93): 

a. El promedio de los salarios sobre los cuales ha cotizado durante los 10 

años anteriores al reconocimiento de la pensión. 

b. Para quienes hayan cotizado 1.250 semanas o más, el promedio de los 

salarios sobre los cuales ha cotizado toda la vida, si este resulta superior 

al anterior. 

De las normas transcritas resulta evidente que el cálculo del IBL está expresamente 

regulado en la Ley 100 de 1993, tanto para los beneficiarios del régimen de transición 
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como para los que no lo son, y por lo tanto no constituye uno de los parámetros que 

deben ser tomados del régimen anterior. 

Esta conclusión se ve reforzada por el inc. 2º del art. 36 de la Ley 100/93, al señalar 

que a los beneficiarios del régimen de transición pensional se les aplica la edad, el 

tiempo de servicio y el monto del régimen anterior, es decir, sin hacer referencia a 

la forma de obtención del IBL. Y en la parte final de este mismo inciso, para no dejar 

ninguna duda, excluye de forma expresa la posibilidad de conservar cualquier otro 

beneficio del régimen de transición al señalar que “las demás condiciones y requisitos 

aplicables a estas personas (…) se regirán por las disposiciones contenidas en la 

presente ley”. 

 

ii) El caso concreto 

 

No se discute en este proceso que el demandante es pensionado por vejez por parte 

de la demandada como beneficiario del régimen de transición pensional del art. 36 de 

la Ley 100 de 1993 en concordancia con la Ley 33 de 1985. Y que por ello se le aplicó 

una tasa de remplazo del 75% sobre el IBL calculado con el promedio de los últimos 

10 años laborados. 

 

Esto significa que el demandante no tiene derecho a que su IBL sea calculado con el 

promedio de los salarios que sirvieron de base de cotización para hacer los aportes al 

Sistema General de Pensiones en el último año de servicio, toda vez que este 

beneficio no se conservó con la expedición de la Ley 100 de 1993 para los 

beneficiarios del régimen de transición. 

 

Se confirma integralmente el fallo de única instancia. 

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley 

 

RESUELVE 

 

Primero. Confirmar integralmente la sentencia de única instancia en el proceso 

ordinario laboral promovido por el DEMANDANTE en contra de COLPENSIONES. 

 

Segundo. No se imponen costas en este grado de consulta por tratarse de una 

revisión automática consagrada en el art. 69 del CPTSS y ordenada por la H. Corte 

Constitucional. 

 

Tercero. Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Medellín, veintidós (22) de julio de dos mil veintidós (2022) 

 

Ref.: Consulta proceso ordinario de única instancia 

Accionante: CESAR BLAS MANJARRES RAMIREZ 

Accionado(s): COLPENSIONES 

Radicado No: 050014105-005-2016-00530-01 

Providencia: Sentencia Nº ______-2022 

Decisión: Confirma sentencia de única instancia 

 

Síntesis: Se confirma integralmente la decisión de única instancia, al 

considerarse, como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia SU-142 de 

2019 que los incrementos pensionales por personas a cargo, consagrados en el 

art. 21 del Decreto 758 de 1990 fueron derogados tácitamente, en primer lugar 

mediante la derogatoria orgánica con la expedición del Sistema Integral de 

Seguridad Social, consagrado en la Ley 100 de 1993, pero además, operó también 

la figura de la derogación tácita por incompatibilidad con la expedición del Acto 

Legislativo 01 de 2005, que limitó los beneficios pensionales a los consagrados 

en ese Sistema Integral de Seguridad Social, y la correspondencia entre el monto 

de las pensiones y las cotizaciones realizadas para dicho efecto. 

 

Competencia 

 

Este Despacho es competente para resolver el grado de consulta en el proceso de la 

referencia, en los términos señalados por la Corte Constitucional en la sentencia C-

424 de 2015 que declaró exequible la expresión “Las sentencias de primera 

instancia” contenida en el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo, entendiéndose 

que también serían consultadas ante el correspondiente superior funcional, las 

sentencias de única instancia cuando fuesen totalmente adversas a las pretensiones 

del trabajador, afiliado o beneficiario. 

 

Antecedentes 

 
Solicita la parte demandante se condene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES a reconocerle y pagarle los incrementos 

pensionales por personas a cargo, consagrados en el artículo 21 del Decreto 758 de 

1990, incluyendo la indexación de las mesadas correspondientes. 

 

Expone como sustento fáctico de sus pretensiones, que es pensionado(a) por vejez o 

invalidez por parte de la demandada, quien le reconoció la condición de beneficiario(a) 
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del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

situación que le permite acceder a los beneficios pensionales contemplados en el 

Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, entre ellos, el 

incremento pensional por personas a cargo contemplado en el artículo 21. 

 

Manifiesta que su cónyuge o compañera(o) y/o su(s) hijo(s) dependen 

económicamente en un todo de los recursos que percibe por concepto de su pensión 

de vejez o invalidez. Que sus familiares beneficiarios no trabajan, no tienen renta de 

ningún tipo, ni bienes de capital que les permita sufragar sus necesidades básicas. 

 

Aportó los documentos que acreditaban: a) su condición de pensionado por parte de 

Colpensiones, b) ser beneficiario del régimen de transición pensional, y c) el vínculo 

filial con el (los) beneficiario(s) que le otorga legitimación en la causa por activa para 

presentar la reclamación de los incrementos.  

 

Contestación de la demanda 

 

Una vez notificada la demandada dio respuesta dentro del término legal. Aceptó o por 

lo menos no negó los hechos relacionados con la condición de pensionado(a) bajo los 

parámetros del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100/93. 

Tampoco discutió el vínculo filial entre el demandante y sus posibles beneficiarios. 

 

COLPENSIONES se opuso a las pretensiones alegando que no estaba acreditada la 

condición de dependencia económica del (de la) beneficiario(a), y que la parte 

demandante tenía la carga de la prueba de este hecho, en los términos del art. 167 

del Código General del Proceso (CGP). 

 

La sentencia de única instancia 

 

El JUZGADO SEXTO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

MEDELLÍN absolvió a COLPENSIONES de todas las pretensiones, acogiendo los 

argumentos expuestos por la demandada, referidos a la derogación tácita de los 

artículos 21 y 22 del Decreto 758/90, por la regulación integral del sistema de 

seguridad social en pensiones en la Ley 100 de 1993; No condenó en costas y ordenó 

surtir el grado de consulta en los términos del art. 69 del CPT y la sentencia C-424 de 

2015 de la Corte Constitucional. 

 

Alegatos en el grado de consulta 

 

Este Despacho admitió el grado de consulta al cumplirse los requisitos establecidos 

por la Corte Constitucional en la sentencia C-424 de 2015; y de conformidad con lo 

establecido por el Gobierno Nacional – Ministerio de Justicia y del Derecho en el 

artículo 15 del Decreto 806 de 2020 le corrió traslado de cinco (5) días a las partes 

para presentar alegatos, si lo consideraban pertinente. 
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A través del correo electrónico institucional del Juzgado, la apoderada de la parte 

demandante, el día 6 de julio de 2022, allegó sus alegatos de conclusión, los cuales 

argumento de la siguiente manera:  

 

Señalo que, de conformidad con el análisis del acervo probatorio obrante en el 

expediente, debe revocarse la sentencia emitida por el Juez Sexto Municipal De 

Pequeñas Causas Laborales con relación a los incrementos pensionales en tanto se 

demostró que su hijo JUAN ESTEBAN MANJARRES depende de su progenitor para 

el cubrimiento económico de sus necesidades básicas de alimentación, vivienda, 

vestuario, salud, educación, recreación, etc.; no recibe renta, pensión, auxilio, subsidio 

ni ingreso alguno, teniendo así una dependencia económica absoluta del pensionado. 

 

Termino por señalar que el despacho debe tener en cuenta el salvamento de voto 

realizado por el Magistrado Dr. Alberto Rojas Ríos en la Sentencia SU-140, Mar. 28/19 

de la Corte Constitucional, donde manifiesta que “se acogió la tesis más lesiva para los 

pensionados, pues, en lugar de examinar cuál interpretación de la normativa era más 

favorable a esta población, de acuerdo con lo que exigían los postulados constitucionales 

contenidos en el artículo 53 superior, prefirió realizar una lectura según la cual los incrementos 

pensionales no integraban la pensión y no afectaban el núcleo esencial del derecho a la 

seguridad social. La decisión adoptada constituye un retroceso en el ámbito de los derechos 

sociales y, particularmente, de aquellas garantías de que es titular un sector vulnerable de la 

población, lo cual no se acompasa con las obligaciones del Estado en la materia, con el 

principio de progresividad y con la propia jurisprudencia constitucional”. 

 

Así las cosas, habiendo quedado definida la competencia de este despacho para 

conocer del proceso en referencia, y al no apreciarse vicios que den al traste con su 

objeto, toda vez que obra en folios 34 a 37 y 38 a 39 del expediente digital, los informes 

de la existencia del proceso a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a 

la Procuradora Judicial en lo Laboral; se procede a dictar la correspondiente sentencia. 

 
CONSIDERACIONES 

 

Problema jurídico planteado y esquema de resolución 

 

De acuerdo con los hechos, pretensiones, excepciones y fundamentos jurídicos 

expuestos por las partes, el problema jurídico a resolver consiste en determinar si los 

incrementos pensionales por personas a cargo consagrados en el artículo 21 del 

Decreto 758 de 1990 se encuentran vigentes, y en caso afirmativo si al (a la) 

demandante le asiste derecho a los mismos, incluyendo la indexación de las 

eventuales condenas. 

 

Para resolver estos problemas jurídicos se abordarán los siguientes temas: i) vigencia 

de los incrementos pensionales por personas a cargo; ii) obligatoriedad de las 

sentencias de unificación de la Corte Constitucional, y iii) el caso concreto. 

 

i) Vigencia de los incrementos pensionales por personas a cargo  
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Estos incrementos pensionales estaban consagrados en el Decreto 758 de 1990 que 

aprobó el Acuerdo 090 del mismo año, en los siguientes términos: 

ARTÍCULO 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO 
COMUN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán 
así:  

a) En un siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima legal, por cada uno de los hijos o 
hijas menores de 16 años o de dieciocho (18) años si son estudiantes o por cada uno de 
los hijos inválidos no pensionados de cualquier edad, siempre que dependan 
económicamente del beneficiario y,  

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o 
compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no 
disfrute de una pensión 

 

La Corte Constitucional emitió la sentencia SU-142 de 2019 en la que, efectivamente, 

como lo señaló la demandada COLPENSIONES por intermedio de su apoderado(a) 

en la contestación de la demanda, declaró que estos incrementos pensionales por 

personas a cargo fueron derogados orgánicamente con la expedición del Sistema 

Integral de Seguridad Social consagrado en la Ley 100 de 1993, derogación tácita que 

además se vio ratificada por la derogación por incompatibilidad con la expedición del 

Acto Legislativo 01 de 2005. 

 

Dijo la Corte Constitucional en esta providencia, de relevancia a este juicio, (la 

narración no es lineal): 

La derogatoria es aquel efecto de una ley, determinante de la pérdida de vigencia de otra 
ley anterior, la cual puede ser expresa o tácita. El último evento tiene lugar en dos hipótesis: 
i) cuando una norma jurídica posterior resulta incompatible con una anterior, o ii) cuando 
se produce una nueva regulación integral de la materia, conocida como derogación 
orgánica, (Ley 153/1887, art. 3). 

La regulación integral, o Derogatoria Orgánica sucede cuando: “la nueva ley regula 
íntegramente la materia que la anterior normativa disciplinaba, la que depende de la 
intención revelada por el legislador de abarcar con la nueva disposición toda una materia, 
aunque en realidad no haya incompatibilidad alguna entre éstas y las de la ley anterior”. 

La Ley 100 enuncia una serie de principios de los cuales se desprende la derogación 
orgánica de todas las normas que integraban el régimen de seguridad social anterior a 
dicha ley, esos principios son los articulación, organización y unificación normativa.  

Mediante esta Ley, se creó el sistema de seguridad social integral, que reguló de modo 
exhaustivo los diferentes componentes de la seguridad social en el ámbito nacional. 
Mediante ella se pretendió la articulación de políticas instituciones, regímenes, 
procedimientos y prestaciones para alcanzar los fines de la seguridad social (art. 2); se 
organizó el SSSI en desarrollo del art. 48 C. Pol., (art. 5); se previó que el SSSI está 
instituido para unificar la normatividad y la planeación de la seguridad social, (art. 6); y 
se prevé que el SSSI está conformado por regímenes generales establecidos para 
pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios (art. 8). 

El solo principio de unificación significa que desaparecen las regulaciones anteriores y se 
crea una nueva, en forma integral, sin perjuicio de los derechos adquiridos y los regímenes 
de transición normativa. 

El art. 10 de la Ley 100, ratifica los anteriores argumentos, al señalar que dicha ley “tiene 
por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la 
vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones 
que se determinan en la presente ley (…)”. 

La creación de un régimen de transición en la Ley 100/93, ratifica la derogatoria orgánica 
del sistema pensional anterior, al consagrar un mecanismo para valorar las expectativas 
legítimas de las personas que pudiesen resultar afectadas por encontrarse próximas a 
adquirir derechos pensionales. 

Ese régimen de transición se diseñó para proteger las expectativas legítimas, 
exclusivamente respecto del derecho a la pensión, en lo referido a la edad, tiempo de 
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servicio, y monto contemplado en el régimen anterior, pero no llegó a extenderse a 
derechos extra pensionales accesorios a dicha pensión, más aún cuando, el art. 22 del 
Dec. 758/90, expresamente excluyó los incrementos pensionales, de una naturaleza 
pensional. 

Las expectativas legítimas no pueden ser eliminadas arbitrariamente por el legislador, pero 
sí pueden limitarse “bajo parámetros de justicia y de equidad que la Constitución le otorga 
al legislador para el cumplimiento cabal de sus funciones”. 

[Énfasis añadido]. 

 

Lo anterior resultó suficiente para que la Corte considerara orgánicamente derogados 

los incrementos del art. 21 del Dec. 758 de 1990, sin embargo, también hizo 

consideraciones sobre la derogación tácita por incompatibilidad de los incrementos 

pensionales con la expedición del Acto Legislativo 01 de 2005, al consagrarse 

disposiciones incompatibles con estos. 

 

En efecto el AL 01/05, que reformó el art. 48 C. Política derogó tácitamente los 

incrementos pensionales, al resultar incompatibles con su texto al limitar los requisitos 

y beneficios pensionales, exclusivamente a los previstos en la Ley 100/93 y demás 

leyes del sistema general de pensiones. 

 

Estableció, además, la correlación entre la liquidación de cada pensión y los factores 

de cotización, y por lo tanto nadie puede recibir pensión por conceptos que no fueron 

objeto de cotización, y como es sabido, en vigencia de la Ley 100/93 no se hacen 

aportes pensionales teniendo como base de liquidación estos incrementos. 

 

ii) Obligatoriedad del precedente constitucional 

 

En la sentencia SU354 de 2017, la Corte Constitucional definió el precedente judicial 

como “la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado que, por 

su pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe 

necesariamente considerarse por las autoridades judiciales al momento de emitir 

un fallo. Asimismo, la doctrina lo ha definido como el mecanismo jurisdiccional que 

tiene su origen en el principio stare decisis o estar a lo decidido, el cual consiste en la 

aplicación de criterios adoptados en decisiones anteriores a casos que se presenten 

en situaciones posteriores y con circunstancias similares. 

 

En la misma providencia enseña que se puede clasificar el precedente en dos 

categorías: (i) el precedente horizontal, que hace referencia a las decisiones proferidas 

por autoridades del mismo nivel jerárquico o, incluso, por el mismo funcionario; y (ii) 

el precedente vertical, que se refiere a las decisiones adoptadas por el superior 

jerárquico o la autoridad encargada de unificar la jurisprudencia. El precedente 

horizontal tiene fuerza vinculante, atendiendo no solo a los principios de buena fe, 

seguridad jurídica y confianza legítima, sino al derecho a la igualdad que rige en 

nuestra Constitución. El precedente vertical, al provenir de la autoridad encargada 

de unificar la jurisprudencia dentro de cada una de las jurisdicciones, limita la 

autonomía judicial del juez, en tanto debe respetar la postura del superior, ya 

sea de las altas cortes o de los tribunales. (Sentencia C-539 de 2011). 
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Respecto a la obligatoriedad de la jurisprudencia constitucional, la Sentencia C-539 

de 2011 nos dice que se fundamenta en (i) el respeto al principio de la seguridad 

jurídica, el cual implica el respeto por las normas superiores y la unidad y armonía de 

las demás normas con éstas, de manera que al ser la Corte Constitucional el órgano 

de cierre de la jurisdicción constitucional, “sus determinaciones resultan ser fuente de 

derecho para las autoridades y particulares, cuando a través de sus competencias 

constitucionales establece interpretaciones vinculantes de  los preceptos de la Carta”; 

(ii) la diferencia entre decissum, ratio decidendi y obiter dicta, ratificando la 

obligatoriedad no solo de la parte resolutiva sino de los contenidos de la parte motiva 

de las sentencias, en el control abstracto de constitucionalidad como en el concreto, 

que son determinantes para la decisión o constituyen la ratio decidendi del fallo; y (iii) 

las características de la ratio decidendi y, por tanto, de la jurisprudencia como fuente 

de derecho, por cuanto “la ratio decidendi de las sentencias de la Corte Constitucional, 

en la medida en que se proyecta más allá del caso concreto, tiene fuerza y valor de 

precedente para todos los jueces en sus decisiones, por lo que puede ser considerada 

una fuente de derecho que integra la norma constitucional”. 

 

Y si bien la Corte Constitucional ha establecido la posibilidad de que los jueces se 

aparten del precedente vertical, presentando argumentos suficientes y poderosos que 

demuestren que se trata de una situación fáctica o jurídicamente diferente, en el caso 

en concreto, referido a los incrementos pensionales por personas a cargo, no cabe 

ninguna duda que las premisas fácticas y jurídicas coinciden en su totalidad. 

 

iii) El caso concreto 
 
Está acreditado en este proceso que el (la) demandante es pensionado(a) por parte 

de COLPENSIONES, y que efectivamente es beneficiario(a) del régimen de transición 

pensional contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, lo que significa que el 

derecho a la pensión de vejez o invalidez se causó en vigencia de la Ley 100 de 1993, 

cuando ya había sido derogado el Decreto 758 de 1990. 

 

Circunstancias fácticas que resultan suficientes para confirmar la decisión del Juez de 

única instancia, sin que sea necesario, por lo tanto, hacer cualquier consideración en 

referencia a la dependencia económica o el vínculo filial que une al (a la) demandante 

con sus potenciales beneficiarios. 

 

No se imponen costas en este grado de consulta por tratarse de una revisión 

automática consagrada en el art. 69 del CPTSS y ordenada por la H. Corte 

Constitucional. 

 

Decisión en el grado de consulta 

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTIUNO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley 

 
RESUELVE 
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Primero. Confirmar integralmente la sentencia de única instancia en el proceso 

ordinario laboral promovido por CESAR BLAS MANJARRES RAMIREZ en contra de 

COLPENSIONES. 

 

Segundo. No se imponen costas en este grado de consulta por tratarse de una 

revisión automática consagrada en el art. 69 del CPTSS y ordenada por la H. Corte 

Constitucional. 

 

TERCERO. Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 


